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José Lizardo Lopera vs Caprecom en liquidación

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Ejecutivo LaboraL – Revoca parcialmente decisión del a quo
Demandante:

José Lizardo Lopera
Demandado:

Caprecom Eice en liquidación 
Juzgado de origen:
 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrado Ponente:
   
Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          

TERMINACIÓN POR PAGO CUANDO MEDIE LIQUIDACIÓN DE LA ENTIDAD EJECUTADA. Existen casos especiales en lo que no se deberá disponer la culminación de la ejecución con el fin de remitirla al proceso de liquidación, sino que su fin deberá ser por pago de lo adeudado. Esas circunstancias especiales, no son otras que el proceso de ejecución cuente con tres características esenciales: (i) que exista liquidación o actualización del crédito, (ii) que existan recursos suficientes para cubrir el valor de dicha liquidación o actualización y (iii) que estas dos circunstancias se hubieren conjugado con antelación al inicio del proceso de liquidación de la entidad. Si se reúnen esos tres aspectos en un caso puntual, la terminación no podrá ser por la remisión de las diligencias al liquidador de la entidad, sino el pago de la obligación ejecutada. Ello encuentra dos potísimas razones. La primera, que resulta contrario a los postulados de eficiencia, eficacia y celeridad de la administración de justicia, terminar un proceso por remisión del mismo al liquidador, cuando se está ad-portas de efectivizar un derecho del ejecutante. Vale rememorar que el Juez laboral, en virtud de su calidad de director del proceso, está en la obligación de asumir las riendas del mismo y adoptar todas las medidas que sean necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales de las partes (art. 48 CPTSS), siendo uno de ellos el acceso a la administración de justicia y la adecuada respuesta de ésta. La segunda de las razones por las cuales la terminación se debe dar por pago de la obligación y no por la remisión de las diligencias al liquidador de la sociedad ejecutada, es por seguridad jurídica, pues sin duda quedaría en entre dicho tal aspecto trascendental e importante para que la comunidad tenga certeza sobre el ejercicio jurisdiccional, al ver que, a pesar de existir unas decisiones judiciales de embargo y de aprobación de un crédito, no se disponga su pago sino que se disponga un mayor trámite, ya ante otra instancia diferente y con las consecuentes demoras en la satisfacción de las obligaciones determinadas en sentencias judiciales.
OBJETO.
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en su Sala de decisión No. 03, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte ejecutante, contra el auto del 08 de marzo de 2016, dictado por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral promovido por José Lizardo Lopera a Caprecom Eice en Liquidación. 
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

En virtud de las decisiones correspondientes, que pusieron fin a las instancias y que reconocieron a la pensión de sobrevivientes al señor Lopera a partir del 20 de diciembre de 2005 y los réditos moratorios respectivos, se ha tramitado el presente proceso ejecutivo, el cual tiene como última actualización del valor del crédito, la suma de $33.131.182 –fl. 873-. Mediante Decreto 2519 del 28 de diciembre de 2015, se dispuso la supresión y liquidación de la entidad ejecutada, por lo que su apoderado general, elevó petición de terminación del proceso, levantamiento de medidas cautelares, devolución de títulos a la entidad y la remisión de las diligencias para poder dar curso al trámite liquidatorio. 

Con providencia del 03 de febrero de 2016 –fl. 970-, la a-quo dispuso que se cancelara al ejecutante un título que estaba constituido por el valor del crédito actualizado, se levantaran las demás medidas cautelares y se remitieran las diligencias a la sociedad liquidada. El 08 de marzo del mismo año –fl. 982-, la Jueza a quo, en ejercicio del control de legalidad, dispuso que el titulo no se pagara a la parte ejecutante, sino que se reintegrara al ejecutado y se remitieran las diligencias a la sociedad liquidada y que el actor adelantara ante la entidad el correspondiente pago de su crédito.

Tal decisión fue apelada por la apoderada judicial del ejecutante, quien indica que el titulo se constituyó en virtud de una medida cautelar anterior a la fecha del inicio del proceso de liquidación. Estima que teniendo en cuenta esa situación, el proceso se debe terminado no por la remisión al proceso de liquidación, sino por pago total de la obligación, pues lo contrario sería terminar favoreciendo a un entidad que ha sido renuente al cumplimiento de una decisión judicial.

Concedida la alzada se remitieron las diligencias a esta Sala para desatarla, lo que se procede a hacer previas las siguientes,

CONSIDERACIONES:

El problema jurídico que se debe resolver, consiste en determinar si es procedente dar terminado el proceso por pago total de la obligación perseguida, con el consecuente pago al actor del título judicial que reposa en la cuenta del Despacho a-quo o por la necesaria acumulación al proceso de liquidación por el que atraviesa la entidad ejecutada, con la devolución a dicha entidad del referido dinero.

Pues bien, se tiene que una de las consecuencias del inicio del proceso de liquidación de una entidad pública, es el necesario levantamiento de las medidas cautelares que pesen sobre los activos de la entidad, tal como se observa en el literal d) del artículo 2º del Decreto 254 de 2000. La misma obra legal, en su artículo 6º, literal d), que una de las funciones del liquidador es “Dar aviso a los jueces de la república del inicio del proceso de liquidación, con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, advirtiendo que deben acumularse al proceso de liquidación y que no se podrá continuar ninguna otra clase de proceso contra la entidad sin que se notifique personalmente al liquidador”, norma de la que se deduce sin esfuerzo, que los procesos ejecutivos que se adelanten en contra de la entidad que entra en proceso de liquidación, necesariamente deben terminarse y acumularse al proceso de liquidación.
Este recorrido normativo, permitiría colegir, en principio, que en el caso de marras, la decisión de la a-quo es acertada, por cuanto al aplicar la normatividad vigente se llega a la necesaria conclusión de que las diligencias deben enviarse a la entidad ejecutada y dejar que allí se surtan los trámites pertinentes en el marco del proceso de liquidación. No obstante, encuentra la Sala que la interpretación de las normas mencionadas, no puede hacerse de manera tan plana como lo propone la a-quo, pues en verdad bajos ciertas circunstancias, la conclusión necesariamente deberá variar.

En efecto, existen casos especiales en lo que no se deberá disponer la culminación de la ejecución con el fin de remitirla al proceso de liquidación, sino que su fin deberá ser por pago de lo adeudado. Esas circunstancias especiales, no son otras que el proceso de ejecución cuente con tres características esenciales: (i) que exista liquidación o actualización del crédito, (ii) que existan recursos suficientes para cubrir el valor de dicha liquidación o actualización y (iii) que estas dos circunstancias se hubieren conjugado con antelación al inicio del proceso de liquidación de la entidad. Si se reúnen esos tres aspectos en un caso puntual, la terminación no podrá ser por la remisión de las diligencias al liquidador de la entidad, sino el pago de la obligación ejecutada. Ello encuentra dos potísimas razones. La primera, que resulta contrario a los postulados de eficiencia, eficacia y celeridad de la administración de justicia, terminar un proceso por remisión del mismo al liquidador, cuando se está ad-portas de efectivizar un derecho del ejecutante. Vale rememorar que el Juez laboral, en virtud de su calidad de director del proceso, está en la obligación de asumir las riendas del mismo y adoptar todas las medidas que sean necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales de las partes (art. 48 CPTSS), siendo uno de ellos el acceso a la administración de justicia y la adecuada respuesta de ésta. La segunda de las razones por las cuales la terminación se debe dar por pago de la obligación y no por la remisión de las diligencias al liquidador de la sociedad ejecutada, es por seguridad jurídica, pues sin duda quedaría en entre dicho tal aspecto trascendental e importante para que la comunidad tenga certeza sobre el ejercicio jurisdiccional, al ver que, a pesar de existir unas decisiones judiciales de embargo y de aprobación de un crédito, no se disponga su pago sino que se disponga un mayor trámite, ya ante otra instancia diferente y con las consecuentes demoras en la satisfacción de las obligaciones determinadas en sentencias judiciales.

En verdad, bajo los supuestos precisados, necesariamente –insiste la Sala-, deben los jueces adoptar medidas tendientes a materializar el cumplimiento de sus decisiones y no poner a los ejecutantes en calzas prietas de dirigirse a otra entidad para lograr la satisfacción de sus derechos.

De todas formas y como el liquidador debe enterarse de todas las actuaciones que se surtan con posterioridad al inicio del proceso de liquidación, pues encuentra esta Sala que las decisiones que se adopten en el marco de los asuntos que se resuelvan conforme a los lineamientos antes expuestos, deben serle puestos en conocimiento.

En el caso puntual, se tiene que la última actualización del crédito se aprobó por el Juzgado Segundo Laboral de Descongestión de esta ciudad, el 28 de abril de 2015 por un valor de $33.131.182 –fl. 873-, suma en la concurren $23.531.074 por concepto de intereses moratorios por el no pago de las mesadas de manera oportuna y $9.600.108, por concepto de costas procesales; que con auto del 08 de mayo de ese mismo año, se decretó una medida cautelar de unas sumas de dinero que tuviera la sociedad ejecutada en el Banco Popular que obtuvo un resultado favorable, aunque sin la constitución de títulos –fl. 911-, el 29 de julio de 2015. Finalmente, aparece en el expediente impresión del portal de depósitos judiciales del Banco Agrario, en el que se consta que el 18 de diciembre de 2015 se constituyó el título judicial por el valor antes anotado.

Este acontecer fáctico devela que desde antes del inicio del proceso liquidatorio de la sociedad ejecutada, ya se tenía certeza sobre el valor que se debía pagar y existían los recursos necesarios para pagarlo, por lo que la decisión que, inicialmente, adoptó la Jueza a quo el 03 de febrero de 2016, era la acertada, al disponer que se pagará al ejecutante el aludido título judicial, por lo menos –en lo tocante a cubrir- las sumas de intereses moratorios por el no pago de las mesadas pensionales. Ello, al tenor de lo que esta misma Sala adoptó mediante providencia del 08 de agosto de 2014, en este proceso, en el que limitó las medidas cautelares sobre recursos destinados al pago de prestaciones de la seguridad social, únicamente a pagar mesadas pensionales e intereses –fls. 798 y ss-.  

Lo anterior conlleva, necesariamente a la revocatoria parcial de la decisión adoptada por la primera instancia el 08 de marzo de 2016 y, en su lugar, se dispondrá que se cumpla parcialmente la decisión judicial del 03 de febrero de 2016 y se fraccione el titulo judicial existente, pagándose a la parte demandante la suma de $23.531.074 que corresponde a intereses por mora en el pago de mesadas pensionales y el valor restante se devuelva a la sociedad demandada, debiéndose remitir la actuación al proceso de liquidación, para que allí se adelante el pago de las costas.

Sin costas en esta instancia.
Sin necesidad de mayores consideraciones y en mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Revocar parcialmente el auto del 08 de marzo de 2016, dictado por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, en el proceso de la referencia y en su lugar, se dispondrá que se fraccione el título judicial existente, pagándose la suma de $23.531.074 a la parte ejecutante, y devolviéndose el excedente -$9.600.108- al ejecutado, terminando el proceso y remitiendo las diligencias al proceso de liquidación de Caprecom para que allí se paguen las costas procesales.

2. Sin costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA           ANA LUCIA CAICEDO CALDERON
Magistrada





 Magistrada
        -Salva voto parcialmente -
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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